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lEl debate de la nueva Constitución 

Los primeros meses del 2008 han estado salpicados de tensiones polí-
ticas, renovados enfrentamientos y manifestaciones de adhesión y 
rechazo al Gobierno de Rafael Correa, realizados principalmente 

en la ciudad de Guayaquil. La Asamblea Constituyente, por otro lado, 
ha avanzado en el desarrollo conceptual de los temas constitucionales y 
ha generado un diálogo con la ciudadanía, convocando a diversos actores 
en distintos territorios, a través de los foros organizados por las Mesas 
Constituyentes.

Este comienzo de año ha sido un termómetro de la orientación, posi-
ción y gestión del Gobierno y de la Asamblea Constituyente, como tam-
bién del comportamiento de ciertos sectores de oposición, que han promo-
vido opiniones y movilizaciones ciudadanas, en procura de crear un nuevo 
movimiento de derecha de carácter ciudadano-antipartido liderado por el 
Alcalde Jaime Nebot. Manifiesta decisión que se ha dado en el contexto de 
la debacle de los partidos de la derecha ecuatoriana y de la imposibilidad 
de sostener una oposición política organizada. Se advierte, así mismo, que 
esos sectores han tomado la decisión de enfrentar y oponerse al Gobierno 
de Correa y a la Asamblea Constituyente para impedir el cambio pro-
puesto y evitar ser afectados en sus intereses económicos y políticos.

Por otra parte, el Gobierno de Correa ha mantenido su estrategia de 
enfrentamiento y polarización, sostenido en la amplia mayoría que ganó 
en septiembre de 2007 con motivo de la elección de los asambleístas cons-
tituyentes. Cuando se advertía –y nuestro editorial de La Tendencia 6 se 
encargó de insinuarlo– que luego de esta victoria y fortaleza político hege-
mónica, era posible crear las condiciones para el diálogo y la concertación, 
el Gobierno de Correa continuó con la estrategia del enfrentamiento. 
Decíamos –en el mencionado editorial– que era de esperarse encontrar en 
la política el cauce para resolver la estructuración del bloque en el poder 
atascado desde hace varios años. Sin embargo, el régimen privilegió la línea 
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El nuevo modelo político 

Gustavo Darquea

En 1997, a la caída de Abdalá Bucaram, 
luego de seis meses de haber sido elegido, 
nos preguntábamos ¿qué falló en el sistema 

político para que haya sucedido ese hecho, luego 
de algunos períodos de estabilidad democrática? 
Pensábamos entonces en el sistema de partidos 
vigente, que mantuvo el esquema de clanes fami-
liares y clientelares, que no permitía emerger a los 
movimientos sociales y políticos; al que se le podría 
atribuir también haber amañado al sistema electo-
ral que permitía un desenfrenado derroche electoral 
de los grupos de poder en disputa, y que luego del 
triunfo pasaban de inmediato la factura.

Cuando el 21 de enero del 2000, después de 
un año y cuatro meses de haber sido elegido, cayó 
esta vez Jamil Mahuad, nos volvimos a preguntar ¿y 
ahora qué falló en el sistema político? Pensábamos, 
esta vez, en la ausencia de controles al gasto elec-
toral que permitió que los banqueros financien las 
campañas electorales, orquesten fraudes electorales, 
pero además era evidente que las leyes que debe-
rían regular al sistema financiero no servían para 
este propósito, y que los organismos de control del 
Estado no funcionaban. La impotencia y resigna-
ción ciudadana iba en aumento.

Finalmente, cuando el 20 de abril del 2005, 
cayó Lucio Gutiérrez, fue absolutamente evidente 
que la crisis del sistema político ecuatoriano era 
general: a las crisis de los partidos y del sistema elec-
toral se había sumado un grave deterioro del poder 
ejecutivo, un descrédito nunca visto del Congreso y 
la decapitación de la Función Judicial.

La ciudadanía montó en cólera, amplios secto-
res políticos y ciudadanos de todas las tendencias, 
que no eran parte de las mafias que se habían bene-
ficiado de este manejo perverso del Estado llegaron 
al consenso que el problema no se podía reducir 
a elegir un nuevo presidente, nuevos diputados y 
nominar magistrados de justicia que sean mejo-
res o menos malos que los anteriores, sino que era 
urgente realizar una profunda reforma política del 
Estado.

Infructuosamente en los gobiernos interinos de 
Gustavo Noboa y Alfredo Palacio se trató de que la 
reforma política profunda se realice por la vía del Con-
greso Nacional, pero era evidente que la partidocracia 
no se iba a autoinmolar, de modo que el único camino 
viable era impulsar la convocatoria de una Asamblea 
Nacional Constituyente, tesis que contó con el abru-
mador apoyo del pueblo ecuatoriano.

Los problemas fundamentales de la 
institucionalidad del país

 El gran desafío y la gran oportunidad que 
tiene la Asamblea Constituyente es la de diseñar 
una nueva institucionalidad del Estado que supere 
los vicios, trampas y deficiencias del actual sistema 
político, asegurando su adecuado funcionamiento e 
introduciendo mecanismos que permitan un equi-
librio adecuado entre las funciones del Estado, la 
solución oportuna de los conflictos y el ejercicio 
efectivo de la voluntad ciudadana.

condición del Estado como ente planificador del 
desarrollo nacional equitativo, justo, solidario; el 
reducir el desempleo, para lo cual será un instru-
mento de especial importancia el fortalecimiento de 
la economía popular en todos los ámbitos, princi-
palmente para robustecer la economía de quienes 
siempre fueron marginados, excluidos e incluso 
expulsados.

Epílogo

Todo el proceso de cambio, consolidación y 
transformación del desarrollo nacional bajo las 
premisas antes expuestas, no será posible si los 
conciudadanos no asumimos un rol activo, si no 
inauguramos la democracia participativa, puesto 
que el revertir el maldesarrollo para convertirlo en 

desarrollo cierto, es un hecho político, de confron-
tación entre las fuerzas que luchan por los nuevos 
derroteros con aquellas que detentan el poder eco-
nómico y mediático, entre aquellos que tratan de 
mantener el statu quo con los que miran el futuro 
de manera distinta.

Lucha que se desarrolla en el seno de la Asamblea 
Constituyente y fuera de ella, como lo evidencia la 
posición de los grandes medios de información que 
se alinean con el poder que los domina. Confronta-
ción que inevitablemente se profundizará durante la 
campaña por la aprobación del texto constitucional 
en elaboración, puesto que este contendrá el nuevo 
patrón del desarrollo nacional, que modificará las 
reglas de juego caras a la dominación. 

Ciudad Alfaro, 8 de febrero del 2008
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del aparato gubernamental, otra forma de concen-
trar el poder, con el agravante de que es un poder 
autónomo.

Las limitaciones para avanzar en un proceso de 
descentralización son enormes: inadecuada división 
política y administrativa del Estado, distribución 
caótica de roles y competencias entre los distin-
tos niveles de gobierno, funciones y organismos 
del Estado, falta de mecanismos de interrelación 
y corresponsabilidad entre los poderes públicos, 
mínima capacidad de generación de recursos pro-
pios de la mayoría de gobiernos seccionales, distri-
bución inequitativa de recursos por territorio y por 
nivel de gobierno, entre otros.

Por ello creemos que es urgente diseñar en la 
nueva Constitución una estructura política y adminis-
trativa descentralizada, desconcentrada y eficiente que 
facilite procesos continuos de desarrollo y crecimiento, 
potenciando todas las regiones del país, de manera que 
asegure la equidad y la inclusión como elementos fun-
damentales de las políticas de Estado.

Lucha contra la corrupción,  
la impunidad y la falta de transparencia

Este debe ser un eje que cruce todo el texto de 
la nueva Constitución. Una compañera asambleísta 
dijo que la Constitución del 2008 debería ser la 
Constitución de la Justicia. Aquí el problema fun-
damental es diseñar una institucionalidad que haga 
exigibles los derechos consagrados en la Constitu-
ción y las obligaciones que deben cumplir las auto-
ridades y funcionarios públicos, incluso en ausencia 
de leyes específicas, es decir, elevar a la Constitu-
ción como principio fundamental de convivencia 
ciudadana.

Desprivatizar, descorporativizar y 
despartidizar las instituciones públicas

A partir de la década de los ochenta se inició 

un proceso de representación gremial y corporativa 
en muchas instituciones del Estado, especialmente 
en los organismos descentralizados, aprovechando 
el debilitamiento del gobierno central, bajo la pre-
sión de grupos de poder económico y gremial, ade-
más como estrategia de la partidocracia para tener 
el control mayoritario de ciertas instituciones. Sin 
embargo, esta representación corporativa benefició 
a intereses particulares y limitó significativamente la 
responsabilidad del Estado en la planificación y la 
gestión pública.

Además, la partidización en la designación de 
autoridades estatales de control, buscando asegurar 
fidelidad a los caciques locales y los grupos de poder 
económico, sin importar los méritos y las capacida-
des, ha limitado significativamente la transparencia 
en su gestión.

Por tanto, es fundamental consagrar en la nueva 
Constitución un modelo de Estado responsable de 
la gestión pública, que ejerza las funciones de rec-
toría, planificación, regulación, control, evaluación 
y sanción, y descorporativizar y despartidizar las 
estructuras institucionales del Estado, modificando 
el modelo de representatividad a fin de fortalecer 
el gobierno central y los gobiernos regionales y 
locales.

Participación y control social y ciudadano

El sistema democrático vigente limita la parti-
cipación ciudadana a los procesos electorales, con 
formas de representación política centralistas, auto-
ritarias y excluyentes, que han estado generalmente 
basadas en grupos familiares, caciques y “dueños” 
de los partidos, lo que han terminado imponiendo 
su omnímoda voluntad en el momento de decidir a 
los ciudadanos que habrán de participar en dichos 
procesos. 

Existe realmente una limitada participación 
social y ciudadana en la toma de decisiones públicas, 
y una grave ausencia de mecanismos institucionales 

¿Cómo acometer esta tarea desde la Asamblea? 
Una opción hubiera sido llamar a los “expertos” 
para que nos marquen el camino, o simplemente 
asumir el proyecto de constitución del CONESUP, 
y entrar en una discusión de textos constituciona-
les, como planteaban algunos medios.

Sin embargo, el camino que tomamos fue dife-
rente, y muy diferente de muchas otras Asambleas 
Constituyentes. Comenzamos, 
por ejemplo, en el caso de la 
Mesa Tres, de Estructura e Ins-
tituciones del Estado, por anali-
zar la problemática de cada una 
de las instituciones que confor-
man el Estado, identificando, 
mediante una metodología de 
lluvia de ideas, los problemas 
más importantes que –a jui-
cio de los 13 asambleístas inte-
grantes de la Mesa– adolecen 
esas instituciones, estableciendo 
una relación de causa - efecto. 
Analizamos de esta manera la 
problemática de la Función Ejecutiva, la Función 
Legislativa, la Función Judicial, los organismos de 
Control y Regulación, los organismos electorales, 
las entidades del régimen seccional autónomo y las 
entidades públicas autónomas.

Encontramos que muchos problemas cruzan 
transversalmente a toda la institucionalidad del 
Estado, por lo que llegamos a una sistematización 
que nos permitió identificar al menos cinco pro-
blemas fundamentales: La ausencia de un proyecto 
común de país; La existencia de un Estado cen-
tralista, inequitativo y excluyente: La corrupción, 
impunidad y falta de transparencia; La privatiza-
ción, corporativización y partidización de la insti-
tucionalidad pública; y la falta de participación y 
control social y ciudadano. Para cada uno de estos 
problemas definimos objetivos de transformación y 
desarrollo que nos permitan definir el nuevo modelo 
político de Estado.

Un proyecto común de país

Los distintos grupos que se han alternado en el 
poder, desde el inicio de la vida republicana, no han 
sido capaces de ponerse de acuerdo en un proyecto 
común de país, más aún su accionar ha sido coyun-
turalista, con raras excepciones; ha habido ausencia 
de políticas de Estado, falta de planificación a largo 
plazo que permita trazar el camino hacia los grandes 

objetivos nacionales, y si algún 
gobierno lo hacía, el siguiente 
marcaba una ruta diferente. Esto 
se ha visto agravado por la ausen-
cia de rectorías desde el gobierno 
central y la desarticulación de la 
planificación y gestión entre éste 
y los gobiernos seccionales.

Por ello creímos que en la 
Asamblea Constituyente es fun-
damental la generación de un 
gran acuerdo nacional que garan-
tice un país equitativo, solidario, 
laico, incluyente, democrático, 

participativo justo, libre y soberano.

Es necesario además consagrar en el texto consti-
tucional un modelo de Estado que reconozca las nece-
sidades, identidades y diversidades de todos los y las 
ecuatorianas, a través de una estructura democrática 
y participativa, sistémica e integradora, que permita 
equilibrio y corresponsabilidad entre los diferentes 
poderes, funciones y organismos del Estado.

El Estado descentralizado

El Estado centralista ha llegado a su fin; su 
burocracia ha demostrado una increíble capacidad 
para afianzar su poder, aun desafiando disposicio-
nes presidenciales y ministeriales, bajo la bandera 
de la limitada capacidad de gestión de la mayoría 
de los gobiernos seccionales. La proliferación de 
instituciones adscritas a la Presidencia de la Repú-
blica ha sido, con la ficción de disminuir el tamaño 
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serán las de organizar, supervisar y proclamar 
los resultados electorales, sin capacidad de 
juzgamiento.

Corte Nacional Electoral: Considerando que •	
la justicia electoral no solo tiene características 
de orden administrativo, sino que deviene de 
específicas normas constitucionales y de su ley 
especial, lo más conveniente es contar con una 
jurisdicción especializada, con competencia 
a nivel nacional y regional, que permita agili-
dad en los trámites de justicia electoral y que 
cree jurisprudencia electoral mediante sus fallos 
o sentencias. Por tanto, el juzgamiento de las 
infracciones electorales se debe efectuar en la 
instancia de la Corte Nacional Electoral y en 
los Tribunales Regionales Electorales.

Comité de Vigilancia Electoral: Los sujetos •	
políticos, en tanto actores fundamentales de 
los procesos electorales, deben tener la facultad 
de vigilar estos procesos a través de sus delega-
dos, a fin de asegurar su transparencia y denun-
ciar cualquier irregularidad ante el Consejo 
Nacional Electoral o la Corte Electoral, según 
corresponda.

Elementos fundamentales del nuevo sistema 
de partidos

La crisis de la partidocracia reveló las graves erro-
res del sistema de partidos políticos, que cerraron las 
puertas a la participación política ciudadana como 
al procesamiento de sus demandas, eliminaron los 
mecanismos de democracia interna y se pusieron 
al servicio de grupos de poder, camarillas gremia-
les y grupos corporativos específicos, utilizando las 
facultades nominadoras del Congreso para asegurar 
fidelidades y chantajear al Ejecutivo.

La nueva Constitución debe asegurar un sis-
tema de representación política que no debilite a los 

partidos, sino que, por el contrario, busque su for-
talecimiento, evitando una proliferación exagerada 
de partidos, que como se ha demostrado en nuestro 
país y de otros de Latinoamérica, no contribuye a 
mejorar la democracia.

La Constitución debe establecer normas de 
obligatorio cumplimiento para que los partidos 
designen en forma democrática a sus directivas 
nacionales y provinciales, a sus candidatos a elec-
ciones populares, y desarrollen programas de educa-
ción política para sus militantes, dando al Consejo 
Nacional Electoral facultades para supervisar dichos 
procesos.

Bajo un sistema de esta naturaleza, el voto por 
lista tiene sentido, mientras que el voto preferencial 
(uninominal o por candidatos) no contribuye a for-
talecer a los partidos, generando más bien pugnas 
internas que terminan atentando contra la unidad y 
disciplina de los actores políticos.

Concluyendo

La Asamblea Constituyente se convierte de esta 
manera en una oportunidad histórica irrepetible en 
este siglo, para diseñar la nueva institucionalidad 
del Estado, que supere los vicios de esta democracia 
manipulada, a la que las élites que han detentado el 
poder nos han acostumbrado, y que por tanto no 
tenga temor de romper viejos paradigmas que han 
hecho que las constituciones queden como meras 
declaraciones de principios y derechos imposibles de 
ser exigidos.

Pero es fundamental entender que la nueva 
Constitución debe ser el producto del mayor con-
senso posible de todas las fuerzas políticas presentes 
en la Asamblea. Solo así tendremos una Constitución 
para el Ecuador del siglo XXI y no solamente para el 
gobierno de Alianza País. 

que promuevan dicha participación, especialmente 
en lo que tiene que ver con la estructuración, apro-
bación y ejecución de los presupuestos públicos de 
los organismos seccionales.

La nueva Constitución debe posibilitar una 
democracia participativa y efectivamente represen-
tativa, institucionalizando la participación ciuda-
dana y el control social en la planificación, gestión 
y control de todas las entidades e instancias del 
Estado. Creemos que debe conformarse un sistema 
de participación y control social como parte de la 
nueva arquitectura del Estado.

Los pilares del nuevo régimen

Entre los elementos fundamentales que permi-
tan un diseño adecuado de esta nueva instituciona-
lidad del Estado, creemos que se debe considerar 
los siguientes:

Articulación de las funciones ejecutiva y legis-•	
lativa: el enfrentamiento entre esas dos funcio-
nes ha sido una constante especialmente en los 
últimos diez años de régimen democrático, lo 
que ha llevado a situaciones de grave crisis, cuya 
única salida ha sido la ruptura de la Constitu-
ción. Es necesario que en el diseño de la nueva 
institucionalidad del Estado se establezca el 
principio básico de la corresponsabilidad a fin 
de garantizar legitimidad y eficacia en el accio-
nar de cada una de esas funciones. Para esto 
debe considerarse una figura que articule el Eje-
cutivo (Presidente de la República) y el Legisla-
tivo (Congreso), mediante un Ministro Coordi-
nador nominado por el Presidente y ratificado 
por la función legislativa, que podría inclusive 
revocar esa designación cuando la correlación 
de fuerzas así lo determine.

Disolución del Congreso: el Presidente de la •	
República debe tener la facultad de disolver el 
Congreso por una sola vez en su período, a con-
secuencia del bloqueo continuo de iniciativas 

legislativas provenientes del Ejecutivo y negati-
vas recurrentes a designar autoridades propues-
tas por el mismo, que deben estar claramente 
establecidas en la Constitución. Esta disolución 
debe estar vinculada a una convocatoria inme-
diata a nuevas elecciones legislativas y a la con-
firmación por parte del pueblo de la continua-
ción del mandato presidencial.

Congreso bicameral: Es necesario cambiar radi-•	
calmente la imagen del Congreso, asegurando 
mecanismos que permitan mejorar sustancial-
mente la calidad de la producción de leyes, para 
lo cual proponemos la creación de la Cámara 
del Senado, que esté dedicada básicamente a 
la producción de leyes y como una cámara de 
“reflexión” de las decisiones más importantes 
que debe tomar la función legislativa.

La función de control social: Los organismos de •	
control como la Contraloría General del Estado 
y las Superintendencias, que actualmente fun-
cionan totalmente dispersas y sin coordinación, 
deben ser parte de la Función de Control Social, 
articuladas a través de un consejo que vigile su 
accionar y ante quien rindan cuentas.

Elementos fundamentales del nuevo sistema 
electoral

Es necesario definir en la nueva Constitución a la 
Función Electoral como una instancia independiente 
de las otras funciones del Estado, con normativa espe-
cial, autonomía, competencia y jurisdicción constante 
en su propia naturaleza, despartidizándola y sepa-
rando las funciones de organización de los procesos 
electorales y juzgamiento de infracciones electorales. 
Las instituciones básicas de esta función deben ser:

Consejo Nacional Electoral: Debe ser un orga-•	
nismo eminentemente técnico y no partidizado, 
cuya conformación provenga de la ciudadanía, 
sin intervención de ninguna otra función para 
la designación de sus miembros. Sus funciones 

  


